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El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 119 de la Ley 136 de 1994 

quedará así:
“En cada una de las comunas o corregimientos ha-

brá una Junta Administradora Local, integrada por no 
menos de cinco (5) ni más de nueve (9) miembros, 
elegidos por votación popular para períodos de cuatro 
(4) años que deberán coincidir con el período del al-
calde y de los concejos.

Los miembros de las Juntas Administradoras Loca-
les cumplirán sus funciones ad honórem, a excepción 
de aquellas ciudades y distritos con población igual o 
superior a trescientas mil personas, donde los respec-
tivos concejos distritales y municipales, por acuerdo 
municipal de iniciativa del Alcalde, reglamentarán lo 
atinente a un auxilio por concepto de transporte y gas-
tos generales equivalentes a un salario mínimo legal 
mensual para los ediles.

El Gobierno Municipal adelantará las gestiones 
necesarias para garantizar la seguridad social al Sis-
tema de Salud y Pensión de los miembros de las Jun-
tas Administradoras Locales, de conformidad con el 
reglamento que para el efecto expida el concejo mu-
nicipal y cuya base de cotización será la mínima es-
tablecida en la ley en consideración a sus actividades 
ad honórem.

Lo preceptuado en este artículo no alterará lo  
establecido en los regímenes especiales para los  
distritos.

Parágrafo 1°. En el Acuerdo Municipal de que tra-
ta el parágrafo anterior, se observarán estrictamente 
los lineamientos establecidos en el artículo 7° de la 
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de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional ge-
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Administradoras Locales y de la seguridad social de 
los ediles.

Parágrafo 2º. Como requisito para su posesión, 
los ediles electos deben acreditar su asistencia al Se-
minario de Inducción a la Administración Pública de 
que trata la Ley 489 de 1998, el Departamento Ad-
ministrativo de la Función Pública reglamentará esta 
materia. 

Parágrafo transitorio. Durante los próximos diez 
años, siguientes a la promulgación de la presente ley, 
los Concejos Municipales no podrán aumentar por 
acuerdo, el número de miembros de las Juntas Admi-
nistradoras Locales existentes”.

Artículo 2°. Los miembros de las Juntas Adminis-
tradoras Locales de ciudades y distritos con población 
igual o superior a trescientas mil personas tendrán de-
recho durante el período para el cual han sido elegi-
dos, a un seguro de vida equivalente a cien salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, los respectivos 
concejos autorizarán al Alcalde para que se contrate 
con cualquier compañía o intermediaria de seguros 
legalmente autorizada.

Solo los miembros de las Juntas Administradoras 
Locales titulares, que concurran ordinariamente a las 
sesiones de la corporación, tienen derecho al recono-
cimiento de seguro de vida y de asistencia médica.

La ausencia en cada período mensual de sesiones 
a por lo menos la tercera parte de ellas, excluirá del 
derecho del auxilio de que trata el artículo 1° de esta 
ley, y del seguro de vida y asistencia médica, por el 
resto del período constitucional.

Parágrafo 1°. En el Acuerdo Municipal que auto-
rice al Alcalde para contratar y pagar los seguros de 
vida para los miembros de las Juntas Administradoras 
Locales, se observarán estrictamente los lineamientos 
establecidos en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, 
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miento del seguro de vida y de la seguridad social de 
los ediles.
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para ediles. Los alcaldes de municipios con pobla-
ción igual o superior a trescientas mil personas con-
tratarán, con cargo a la sección presupuestal del sector 
central del municipio, la póliza de seguro de vida y 
salud para los miembros de las Juntas Administrado-
ras Locales de que trata el artículo anterior.

Los gastos asumidos por la administración central 
municipal derivados de la contratación del seguro de 
vida y salud, de los miembros de las Juntas Adminis-
tradoras Locales, no se toman en cuenta como gasto 
de funcionamiento de la administración central mu-
nicipal para el cálculo de los indicadores de límite de 
�������	�� ����������������!�	������� �������"�#�	��
2000.

Parágrafo 1°. ���������	��� ����	���� ��� ��
	 ���
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���	���� Los alcaldes de municipios con población 
igual o superior a trescientas mil personas podrán de-
legar, en la Federación Colombiana de Municipios, 
el proceso de selección y adjudicación del corredor 
de seguros legalmente autorizada por la Superinten-
dencia Financiera, para el cumplimiento de los come-
tidos y funciones que les asigna a aquellos la ley en 
relación con las pólizas de seguros de vida a favor de 
los miembros de las Juntas Administradoras Locales, 
en cuyo caso actuará a título gratuito.

Artículo 4°. El numeral 6 del artículo 131 de la 
Ley 136 de 1994 quedará así:

“6. Elaborar ternas para el nombramiento de corre-
gidores e inspectores de policía dentro de su jurisdic-
ción, así mismo ejercerán respecto de los inspectores 
de policía nombrados por el Alcalde en su jurisdic-
ción, el derecho al veto, conforme a la reglamentación 
que expida el Concejo Municipal”.

Artículo 5°. Adiciónese al artículo 131 de la Ley 
136 de 1994 el siguiente numeral 13 y parágrafo tran-
sitorio: 

“13. Elaborar el plan de inversiones de la respec-
tiva comuna o corregimiento para lo cual distribui-
rá las partidas del presupuesto participativo de cada 
comuna o corregimiento, que requiere la aprobación 
de la mitad más uno de los integrantes del respectivo 
Consejo Consultivo Comunal o Corregimental, an-
tes de ser incorporado a los actos administrativos del 
Concejo Distrital o Municipal de la ciudad.

Parágrafo Transitorio. Cada ejercicio de presu-
puesto participativo corresponde a la vigencia del 
Plan Operativo Anual de Inversiones del año inme-
diatamente siguiente y debe estar articulado al calen-
dario presupuestal, de conformidad con el reglamento 
expedido por el respectivo Concejo.

Artículo 6°. Adiciónese al artículo 131 de la Ley 
136 de 1994 el siguiente numeral 14: 

“14. Rendir concepto acerca de la conveniencia de 
las rutas de transporte dentro de la comuna o corregi-
miento, solicitadas a la administración o propuestas 
por el Alcalde, antes de la presentación del proyecto 
al Concejo o la adopción de las mismas, concepto que 
debe ser proferido en un plazo máximo de treinta (30) 
días, vencido el cual sin que la JAL haya emitido el 
respectivo concepto, se entenderá la conveniencia del 
proyecto o solicitud”.

Artículo 7°. Adiciónese al artículo 131 de la Ley 
136 de 1994 el siguiente numeral 15: 

“15. Rendir concepto acerca de la conveniencia 
de la construcción de centros comerciales, hospitales, 
clínicas, colegios, universidades, hoteles, hostales, 

funcionamiento de bares y discotecas dentro de la co-
muna o corregimiento, solicitadas a la administración 
o propuestas por el Alcalde, antes de la presentación 
del proyecto al Concejo o la adopción de las mismas, 
este concepto debe ser proferido en un plazo máximo 
de treinta (30) días, vencido el cual sin que la JAL 
haya emitido el respectivo concepto, se entenderá la 
conveniencia del proyecto o solicitud”.

Artículo 8°. Adiciónese al artículo 117 de la 
Ley 136 de 1994 los siguientes incisos 3° y 4°:

“El Concejo Municipal o Distrital constituirá, para 
apoyar la inversión social en los corregimientos o 
comunas, el presupuesto participativo municipal que 
permite a los ciudadanos participar y decidir en la dis-
tribución de un porcentaje del presupuesto municipal 
a través de las Juntas Administradoras Locales; asig-
nado a sus respectivas Comunas y Corregimientos, 
observando las normas y disposiciones nacionales y 
municipales que rigen el ejercicio de la planeación, 
la presupuestación y la contratación, en concordancia 
con el Plan de Desarrollo Municipal.

Para la implementación y ejecución del presu-
puesto participativo, la administración municipal ga-
rantizará los recursos necesarios para la operación y 
puesta en marcha del Programa de Planeación y Pre-
supuestación Participativa en cada una de las Comu-
nas y Corregimientos del municipio o distrito dentro 
del Plan Plurianual de Inversiones. Se creará dentro 
del Presupuesto Municipal un componente denomi-
nado Presupuesto Participativo, que hará parte del 
Estatuto Orgánico del Presupuesto del Municipio o 
Distrito. Este componente no será inferior al 10% del 
Presupuesto de Inversión Anual Municipal”.

Artículo 9°. Adiciónese al parágrafo del artículo 
117 de la Ley 136 de 1994 el siguiente inciso 3°:

“El componente de Presupuesto Participativo será 
reglamentado por los Concejos Municipales, y dis-
tribuido por las comunas y corregimientos según el 
criterio de las Juntas Administradoras Locales, quien 
�������$���������	��������&����� '�	����	��	����������
humano, población, índice de calidad de vida y el to-
tal de la inversión municipal en el respectivo territorio 
en las últimas tres vigencias, además de otros criterios 
�!�	����������*	����������&�
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cipios de equidad social y solidaridad territorial”.

Artículo 10. "	#���	��������#����	��� La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias.
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Senador de la República.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1.1. Explicación y contenido del proyecto
El proyecto de ley que nuevamente someto a con-

sideración del Congreso de la Republica pretende re-
formar la Ley 136 de 1994 con el ánimo de fortalecer 
las Juntas Administradoras Locales, como espacio de 
la representación comunitaria en los municipios co-
lombianos, y establecer el presupuesto participativo 
en los Distritos y Municipios.

En consecuencia busca la presente iniciativa que 
los miembros de las Juntas Administradoras Locales 
en aquellas ciudades con población igual o superior a 
trescientos mil habitantes y que actualmente cumplen 
sus funciones ad honórem, accedan por lo menos a un 
auxilio por concepto de transporte y gastos generales, 
equivalente a un salario mínimo legal mensual para 
cada uno de los ediles.
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Hasta la fecha el artículo 23 de la Ley 617 de 
2002, norma que buscamos derogar, establece que los 
miembros de las Juntas Administradoras Locales no 
perciban remuneración, pago o contraprestación algu-
na con cargo al Tesoro Público del respectivo muni-
cipio.

La presente iniciativa que fue conocida por el 
Congreso, durante el periodo constitucional anterior 
y que alcanzó el segundo debate en la Plenaria del 
Senado de la República con el número 74 de 2008 
Senado, aprobando esta célula legislativa el auxilio 
por concepto de transporte y gastos generales equi-
valentes a un salario mínimo legal mensual para los 
ediles en aquellas ciudades con población igual o su-
perior a trescientos mil habitantes.

El Ministerio de Hacienda también se pronunció, 
��	������/�����<���#=#>���	�����	��!�����	��
����
el Ministro no presenta objeción frente a lo propuesto 
en relación con los municipios y distritos con pobla-
ción igual o mayor a 500.000 habitantes respecto al 
auxilio de transporte y gastos generales, aspiramos 
a contar con el aval del nuevo Gobierno y por eso 
pretendemos ampliar el auxilio a los miembros de las 
Juntas Administradoras Locales en aquellas ciudades 
con población igual o superior a trescientos mil habi-
tantes, tal como fue aprobado en su oportunidad por 
la Plenaria de Senado.

En el mismo sentido el Ministerio de la Protección 
Social el 27 de mayo de 2009 emitió concepto sugi-
riendo que en lo atinente a los seguros de vida y de 
asistencia médica de los ediles, los municipios deben 
igualmente observar los lineamientos establecidos en 
el artículo 7° de la Ley 819 de 2003 incluyendo, por 
supuesto en el Acuerdo del Concejo Municipal que 
autoriza el auxilio, establecer lo mismo respecto a los 
seguros de vida y de asistencia médica de los ediles, 
��� 	����
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Solo los ediles titulares, que concurran ordinaria-
mente a las sesiones de la corporación, tendrán dere-
cho al auxilio, al reconocimiento del seguro de vida y 
de asistencia médica.

En cuanto a los regímenes especiales para los edi-
les de los distritos y ciudades con estos regímenes, no 
se alterará lo establecido, no debemos olvidar que por 
ejemplo los ediles de Bogotá, se les reconocen hono-
rarios por la asistencia a sesiones plenarias y a las de 
las Comisiones Permanentes, por cada sesión a la que 
concurren, perciben honorarios iguales a la remune-
ración del alcalde local dividida por veinte, gastos de 
representación y prima técnica de conformidad con 
lo previsto en el artículo 72 del Decreto-ley 1421 de 
1993 Estatuto Orgánico del Distrito Capital, disposi-
ción repetida en iguales términos por la Ley 617 de 
2000 en el artículo 59.

Así las cosas, es justo reconocerle a los ediles del 
resto del país por lo menos un auxilio de transporte o 
gastos generales, que no es dable confundir con sala-
rio o remuneración y el acceso a la seguridad social y 
seguro de vida.

Es importante aclarar que la Corte Constitucional 
en su Sentencia C-313 de 2002 se pronunció sobre el 
particular, vale destacar que en esta sentencia la Cor-
te explica que solo los ediles de los Distritos pueden 
percibir remuneración, por su régimen especial, sin 
embargo, es importante para nuestro proyecto des-
tacar que la Corte Constitucional también señala en 
dicha Sentencia que el artículo 320 de la Constitución 

Nacional, autoriza al legislador para establecer cate-
gorías de municipios de acuerdo con su población, 
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Buscamos que los gobiernos municipales de todo 
el país garanticen por lo menos la seguridad social 
en salud de los miembros de las Juntas Administra-
doras Locales, de conformidad con el reglamento que 
para el efecto expida el Concejo Municipal, en con-
cordancia con el catálogo de reglas y principios que 
establece la Constitución, de las que destacamos los 
siguientes:

– El reconocimiento del derecho fundamental a la 
salud como un derecho irrenunciable de todos los ha-
bitantes del territorio nacional.

– Su naturaleza de servicio público obligatorio, 
cuya dirección, control y manejo se encuentran a car-
go del Estado.

– La posibilidad de autorizar su prestación bajo 
reglas de concurrencia entre entidades públicas y par-
ticulares.

Q� ��� ��!���&�� ��� ��� ����������&�
� ����������-
��&������������&���� ���������������	�����������
����-
versalidad y solidaridad.

1.2. Nuevas funciones para los ediles
En cuanto al ejercicio integral de sus funciones por 

parte de los miembros de las Juntas Administradoras 
Locales, proponemos en el artículo 4° del proyecto 
que se adicione el numeral 6 del artículo 131 de la 
Ley 136 de 1994, y que los ediles no solo puedan pre-
parar ternas para el nombramiento de corregidores 
ya previsto en el citado numeral, incluimos al mismo 
que los miembros de las Juntas Administradoras Lo-
cales puedan elaborar ternas para el nombramiento de 
inspectores de policía dentro de su jurisdicción, así 
mismo ejercerán respecto de los inspectores de po-
licía nombrados por el Alcalde dentro de su jurisdic-
ción, el derecho al veto, conforme a la reglamentación 
que expida el Concejo Municipal.

Actualmente las Inspecciones de Policía urbanas y 
rurales se encuentran reguladas por el Decreto 1333 
de 1986 (Código de Régimen Municipal), el Conce-
jo Municipal determina su número, sede y área de 
jurisdicción y dependen del respectivo Alcalde. Los 
Inspectores Municipales de Policía son supervigi-
lantes de la Administración Pública en la zona de su 
jurisdicción especial, ejecutores de los Acuerdos del 
Concejo y agentes inmediatos del Alcalde. De allí la 
importancia de que los miembros de las Juntas Admi-
������	����������������	���������+���������W������-
to y la gestión de los inspectores.

Adicionamos al artículo 131 de la Ley 136 de 
1994 el numeral 13 y un parágrafo transitorio, allí fa-
cultamos a los miembros de las Juntas Administrado-
ra Locales para elaborar el plan de inversiones de la 
respectiva comuna o corregimiento, distribuyendo las 
partidas del presupuesto participativo de cada comu-
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na o corregimiento, que requiere la aprobación de la 
mitad más uno de los integrantes del respectivo Con-
sejo Consultivo Comunal o Corregimental, antes de 
ser incorporado a los actos administrativos del Con-
cejo Distrital o Municipal de la ciudad.

En los artículos 6° y 7° se faculta a los miem-
bros de las Juntas Administradoras Locales para ren-
dir concepto acerca de la conveniencia de las rutas 
de transporte, construcción de centros comerciales, 
hospitales, clínicas, colegios, universidades, hoteles, 
hostales, funcionamiento de bares y discotecas dentro 
de la comuna o corregimiento, este concepto debe ser 
proferido en un plazo máximo de treinta (30) días, 
vencido el cual sin que la JAL haya emitido el res-
pectivo concepto, se entenderá la conveniencia del 
proyecto o solicitud.

1.3. Del mecanismo del Presupuesto Participa-
tivo

El proyecto busca adicionar a las funciones de las 
Juntas Administradoras Locales, la elaboración del 
Plan de Inversiones de la respectiva comuna o corre-
gimiento teniendo en cuenta el presupuesto partici-
pativo, que requiere la aprobación de los integrantes 
del respectivo Consejo Consultivo Comunal o Corre-
gimental, el cual debe ser incorporado por el Concejo 
Distrital o Municipal.

El presupuesto participativo es una potente herra-
mienta de relación permanente del Gobierno con la 
población, un modelo de gestión pública democrática, 
donde la ciudadanía participa de forma directa, vo-
luntaria y universal. En este, la comunidad prioriza 
���������
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distribución de los recursos de inversión. Además así 
ejerce control social.

[��������'�������������������&��	������������������&��
pública, la promoción en la democratización del Es-
tado y el control social en las acciones del Gobierno, 
asegurando mayor transparencia en la inversión de 
los recursos, dirigidos hacia las diferentes necesida-
des de la población.

El presupuesto participativo es un proceso de co-
gestión, el gobierno elabora la propuesta de presu-
puesto público a partir de las decisiones de la comu-
nidad. 

Los objetivos del presupuesto participativo son 
entre otros: Promover la transparencia y el control so-
cial en las acciones del gobierno relacionadas con la 
utilización de los recursos; propiciar la participación 
directa de la población para la toma de decisiones en 
la distribución de recursos del presupuesto público; 
empoderar a las comunidades con nuevos elementos 
que permitan mejorar y sostener el control social; pro-
piciar la consolidación de la democracia social en la 
población.

La planeación participativa es un concepto crea-
do por la Constitución Política Colombiana de 1991, 
a través de la cual la Sociedad Civil participa acti-
vamente en las discusiones que atañen a su ciudad o 
territorio habitado. Los Consejos Territoriales de Pla-
neación son el vivo ejemplo de la Planeación Partici-
������
�	��	�����\��������������������	������	��������
sectores de la Sociedad Civil, correspondiendo a las 
exigencias de un país pluriétnico y pluricultural, en 
	�������������������	�����	������	�	������	���������?�
Los Consejos Territoriales de Planeación han asumi-
do la tarea de emitir conceptos sobre las inversiones 
públicas y las políticas del gobierno.

En el nuevo esquema político de la democracia 
participativa, nuestra Constitución vigente desde el 
preámbulo y en todo su contenido plantea cómo la 
democracia nutre al Estado Social de Derecho. Pero 
cabe aclarar, que no basta con que se mencione en la 
Carta Constitucional, aún nos falta mucho por cons-
truir el Estado Social de Derecho que anhelamos. La 
participación de la Sociedad Civil, es no sólo parti-
cipación democrática sino de la propia dignidad hu-
mana.

La Constitución Nacional reconoce a la Sociedad 
Civil la función de formulación, manejo y evaluación 
de las tareas del Estado al consignar la soberanía en 
el pueblo y la democracia participativa como sistema 
político.

Aunque el Sistema Nacional de Planeación consti-
���������������$��������	�����]�������&��]������������
�
cabe aclarar que otros procesos no menos interesantes 
se han suscitado con las diferentes administraciones 
locales del país; ejemplo de ello, es el proceso de Pre-
supuesto Participativo puesto en marcha en el depar-
tamento de Risaralda desde el año 2002.

Los participantes son los miembros de las Juntas 
Administradoras Locales, líderes de las Juntas de 
Acción Comunal, representantes de clubes juveniles, 
estudiantes, directores de núcleo, maestros y ciudada-
nos en general. 

La utilidad del presupuesto participativo es el de 
planear de manera participativa, democrática y orga-
nizada el territorio. Esa planeación sirve para que los 
líderes y ciudadanos que habitan una comuna y corre-
gimiento sepan hacia dónde orientan sus esfuerzos y 
se propenda por el desarrollo del territorio y mejorar 
la calidad de vida de sus habitantes.

En los últimos años se han realizado procesos de 
Presupuesto Participativo en la ciudad de Medellín, 
que han arrojado importantes resultados, permitiendo 
fortalecer la organización de la comunidad en la toma 
de decisiones en lo que respecta a la asignación pre-
supuestal de las diferentes comunas y corregimientos 
de la ciudad.

El presupuesto participativo contribuye al desa-
rrollo local, busca dinamizar las economías locales y 
superar la fuerte iniquidad social, enmarcando dentro 
del cumplimiento de las metas del milenio trazadas 
por la ONU.

La demanda fundamental de la gente es cómo par-
ticipar y sentirse incluida en el desarrollo económico 
y social desde su territorio. Le corresponde al Estado 
��������������������^�������������������������&��	�����
comunidad y la ciudadanía, desarrollar la capacidad 
	���������������	�������������������&����
��'�������-
pacial, ambiental, institucional, para mejorar la cali-
dad de vida de los habitantes y el propósito de la paz 
y la convivencia.

Los Municipios y Distritos deberán contar con un 
marco institucional para el desarrollo e implementa-
ción del proceso de planeación municipal, recogido 
en lo fundamental en un Acuerdo del Concejo, el cual 
permite y requiere un desarrollo de los componentes 
de información, formación, participación, seguimien-
to, evaluación, control, y de los subsistemas de pla-
neación zonal y local allí planteados.

Se ha acumulado una vasta experiencia participa-
tiva, rural y urbana, en la formulación de planes sec-
toriales, estratégico, POT, desarrollando capacidades 
de participación e instrumentos de gestión y control 
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pública que permiten ser aprovechados en el desarro-
llo integral de comunas y corregimientos en todo el 
país, en un esfuerzo por vincular la planeación del te-
rritorio con el plan de desarrollo de los municipios y 
ciudades de Colombia.

El Estatuto Orgánico del Presupuesto de cada mu-
nicipio y distrito debe buscar articular el aval presu-
puestal del ente central con las inversiones demanda-
das por las comunidades a través del fortalecimiento 
de los procesos participativos, estimulando la inicia-
tiva comunitaria en la asignación del gasto público.

_��������������`��������!���������������������-
caz asignación y ejecución de los recursos públicos de 
acuerdo a las prioridades concertadas con la ciudada-
nía en su ámbito Comunal o Corregimental.

A más de cuatro años de iniciado el Programa de 
Planeación y Presupuesto Participativo y de haber 
realizado dos ejercicios de evaluación participativa 
de este programa, la ciudadanía recomienda la insti-
tucionalización de este proceso sin detrimento de su 
propia iniciativa.

II. CONVENIENCIA DEL PROYECTO
La realidad nacional nos muestra que las Juntas 

Administradoras Locales pueden y deben, tener un 
protagonismo más evidente que el mostrado hasta 
ahora. Sus funciones, trascendentales para el desa-
rrollo de los municipios, no pueden abordarse sin la 
dedicación de un tiempo adecuado para el buen des-
envolvimiento.

Sin embargo, los ediles o comuneros en los mu-
nicipios y aun en ciudades capitales, no cuentan con 
apoyo logístico para su funcionamiento, carecen en 
algunas ciudades de los elementos básicos como pa-
pelería y transporte, lo más grave, en algunos munici-
pios no cuentan siquiera con un espacio físico adecua-
do dónde realizar las sesiones.

Ahora bien, la Constitución Política en su artículo 
318, atribuye funciones de carácter obligatorio a las 
Juntas Administradoras Locales a su vez en el artí-
culo 123 C. N. atribuye a los miembros de las Juntas 
Administradoras Locales la calidad de servidores pú-
blicos al servicio del Estado y de la comunidad.

k��{��� |��������� ��������� ��� 	�������	� 	��
asistir a las sesiones de las Juntas Administradoras 
Locales por la imposibilidad económica de su des-
plazamiento, por lo general los miembros de las JAL 
son personas de bajos recursos, que no cuentan con 
Seguridad Social.

Como servidores públicos que son, están sujetos 
a un estricto régimen de incompatibilidades, que se 
mantiene durante los seis meses siguientes a la deja-
ción de su cargo.

El Congreso de la República se encuentra en la fa-
cultad y libertad que la Constitución y la ley le atribu-
yen, para legislar al respecto y posibilitar que los ediles 
o comuneros de los diferentes municipios colombianos, 
puedan contar por lo menos con un auxilio o retribución 
logística al trabajo realizado. La Corte Constitucional se 
ha ocupado de este tema al menos en dos sentencias de 
constitucionalidad (C-005/98 y C-313/02).

En este proyecto congelamos el número de los co-
muneros y ediles actualmente existentes, con el pro-
pósito de evitar la clientelización de las Juntas Ad-
ministradoras Locales, y el aumento innecesario del 
número de los actuales miembros de cada junta.

En ese orden de ideas presento a consideración del 
Congreso de la República esta iniciativa que la ciu-

dadanía y los miembros de las JAL han venido recla-
mando, la misma que se ha venido apropiando y parti-
cipando de los Planes Locales de Desarrollo (Zonales, 
Comunales y Corregimentales) como un instrumento 
para la orientación de su desarrollo estratégico y el 
direccionamiento de los recursos asignados para su 
������������������������������������	���������������
del Presupuesto Participativo.

Atentamente,
�
������
���"$
� �%�	&�'
Senador de la República.

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 21 del mes de julio del año 2010 se radicó 

en este Despacho el Proyecto de ley número 26 con 
todos y cada uno de los requisitos constitucionales y 
legales, por el honorable Senador �
������
���"$
� .

El Secretario General,
0�	
	��1�����2�,
��

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 21 de julio de 2010 
Señor Presidente: 
|���������	��`�����������	����������������]�����-

to de ley número 26 de 2010 Senado, por medio de 

���
�
�������	��������	�
������
������������������
����� �����
����� 
��� �
��������	�	���������� ����
���
���
�����
�
���������	�	���	��'�me permito pasar a su 
Despacho el expediente de la mencionada iniciativa 
que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría 
General. La materia de que trata el mencionado pro-
yecto de ley, es competencia de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente, de conformidad con las 
disposiciones reglamentarias y de ley. 

El Secretario General,
0�	
	��1�����2�,
��

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 21 de julio de 2010 
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la re-
ferencia a la Comisión Primera Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 
���	��`���������W����	��������Gaceta del Congreso. 

Cúmplase. 
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,
��������3�������	�"	

������

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

0�	
	��1�����2�,
��
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 27 DE 2010
���� 
�� �
�
� ��� ���	���� 
�� ���� �4�� ��� ���5� �� ��� 
����&
������������6�

��
����
�

��	����������������

�����������	��������
����
���#������
El Congreso de Colombia

DECRETA:
 Artículo 1°. El artículo 3° de La Ley 403 de 1997 

quedará así:
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 “El ciudadano tendrá derecho a media jornada 
de descanso compensatorio remunerado por el tiem-
po que utilice para cumplir su función como elector. 
Tal descanso compensatorio se disfrutará en el mes 
siguiente al día de la votación, de común acuerdo con 
el empleador. No obstante, el ciudadano podrá soli-
citar al empleador la acumulación de dos (2) descan-
sos compensatorios por igual número de elecciones 
dentro de un mismo año y, en tal caso, acordar con el 
empleador que la jornada completa de descanso así 
formada, sea disfrutada en forma inmediata al térmi-
no de las vacaciones anuales remuneradas más próxi-
mas.

Parágrafo. Cuando el contrato de trabajo termine 
sin haber el trabajador disfrutado del descanso com-
pensatorio previsto en el presente artículo, el emplea-
dor compensará en dinero el valor de media jornada o 
jornada ordinaria completa, según corresponda y sin 
que este pago genere efecto salarial o prestacional al-
guno”.

Artículo 2°. "	#���	�. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias.

�
������
���"$
� �%�	&�'
Senador de la Republica.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Me permito someter nuevamente a consideración 

del Congreso de la República el presente proyecto de 
ley, como quiera que desde el 30 de julio de 2008 fue 
radicado en la Secretaría General del Senado de la 
República este mismo proyecto al que le correspon-
dió el radicado Proyecto de ley número 72 de 2008 
Senado y 304 de 2009 Cámara, el cual alcanzó a tener 
ponencia para último y cuarto debate (Gaceta 501 de 
2009) pero fue archivado por tránsito de legislatura.

En la Comisión Séptima Constitucional Perma-
nente del Senado de la República, la que le corres-
pondió inicialmente por reparto, fueron radicadas dos 
ponencias en agosto de 2008, publicadas en las Ga-
cetas números 765 y 830 de 2008 respectivamente, la 
primera negativa y la segunda positiva presentadas, 
en su orden, por los ponentes Víctor Velásquez Re-
yes y Alfonso Núñez Lapeira. A petición del prime-
ro, quien solicitó retirar la ponencia por él radicada, 
la Comisión Séptima Constitucional Permanente dio 
primer debate sustentado en la ponencia positiva.

Presentada la ponencia autorizada para trámi-
te, escuchadas las intervenciones de los ponentes y 
de varios Senadores integrantes de la Comisión, fue 
����W�	��������������&�������	������������
���������-
mento, el articulado propuesto para primer debate, sin 
��	����������
� ��	���������&��	���	'����K�������
"�
de noviembre de 2008.

Por ende acojo el texto aprobado y lo someto nue-
vamente a consideración del Congreso de la Repúbli-
ca el proyecto de ley, por medio de la cual propongo 
��	������ ��� ���'��������	�� �������=���	�����#�`���
contempla actualmente un derecho a media jornada 
de descanso compensatorio remunerado por el tiem-
po que utilice el ciudadano para cumplir su función 
como elector.

Con la consagración de la media jornada de des-
canso compensatorio que trae a la fecha el artículo 
3° de la Ley 403, se ha comprendido la necesidad de 
reconocer descanso que sigue a la actividad del ejerci-
cio del derecho político de elegir; sin embargo debe-
ría adecuarse de manera gradual y equitativa a la jor-

nada laboral ordinaria que debe ser mínimo de ocho 
(8) horas como lo consagra el artículo 161 del Código 
Sustantivo del Trabajo y equivalente a las horas que 
permanecen abiertas las urnas para los sufragantes 
durante la jornada electoral.

El legislador con distintos órdenes de motiva-
ción, recogió en el artículo 3° de la Ley 403, solo 
media jornada con lo que se desconoce el descan-
so integral a que tiene derecho el trabajador, ya que 
habitualmente el ciudadano no labora los días do-
mingo, sin embargo, se le paga, haciendo que prime 
la cantidad de domingos laborados sobre la habitua-
lidad de los mismos, y convirtiendo en habitual lo 
excepcional, pues el día domingo que generalmente 
es el utilizado para las elecciones, universalmente 
está consagrado al descanso y a la integración fami-
liar, por ello no es entendible que solo se reconozca 
media jornada, cuando la jornada electoral dura más 
de ocho (8) horas, equivalente al mínimo legal de la 
jornada laboral.

Por su parte, en Sentencia C-801 de 2003 que de-
claró exequible el artículo 51 de la Ley 789 de 2002 
������	����\���W���	�	�������!����	����W����
����	��{��
fallo se resolvió sobre la constitucionalidad de dicha 
disposición. Con la presente reforma al artículo 3° de 
la Ley 403 de 1998, pretendemos armonizar este ar-
�'�����	���������	������������_��������������������-
tículo 51 de la Ley 789 de 2002 y lo ordenado en la 
sentencia que declaró su constitucionalidad, pues la 
Ley 403 al consagrar solo media jornada para el tra-
bajador, no tiene en cuenta el principio que establece 
���!����	����W����������������\���W��
���������	������
solo media jornada los derechos a la unidad familiar 
y a la recreación del trabajador, ya que sería el mismo 
Estado al reconocer sólo media jornada para el tra-
bajador sufragante, quien le niega al trabajador que 
día de descanso para acudir a las urnas, la posibilidad 
de su ofrenda disponer libre y completamente de su 
tiempo así sea en fecha posterior.

2. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO
De acuerdo con la exposición de motivos, del aná-

lisis recordamos el texto del artículo 51 de la Ley 789 
de 2002, así:

“Artículo 51. ��������
�&���
�7�.	&
�. Modifíquese 
el inciso 1° del literal c) artículo 161 del Código Sus-
tantivo del Trabajo, subrogado por el artículo 20 de la 
Ley 50 de 1990 y adiciónese un nuevo literal d).

c) El empleador y el trabajador pueden acordar 
�������������	����	����������������+���&��	���������
de trabajo sucesivos, que permitan operar a la empre-
sa o secciones de la misma sin solución de continui-
dad durante todos los días de la semana, siempre y 
cuando el respectivo turno no exceda de seis (6) horas 
al día y treinta y seis (36) a la semana;

d) El empleador y el trabajador podrán acordar que 
la jornada semanal de cuarenta y ocho (48) horas se 
����������	������!����	���	�������\���W����	�����W�!�
�
distribuidas en máximo seis días a la semana con un 
día de descanso obligatorio, que podrá coincidir con 
el domingo. En este, el número de horas de trabajo 
diario podrá repartirse de manera variable durante la 
respectiva semana y podrá ser de mínimo cuatro (4) 
horas continuas y hasta diez (10) horas diarias sin lu-
gar a ningún recargo por trabajo suplementario, cuan-
do el número de horas de trabajo no exceda el prome-
dio de cuarenta y ocho (48) horas semanales dentro de 
la jornada ordinaria de 6:00 a. m. a 10:00 p. m”.
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Visto lo anterior consideramos que el fundamento 
de una jornada completa de descanso compensatorio 
remunerado por el tiempo utilizado para cumplir la 
función como elector, más que estar basado en la ar-
monización del artículo 51 de la Ley 789 de 2002 con 
el artículo 3º de la Ley 403 de 1998, debe surgir de su 
factibilidad constitucional y de la importancia reco-
nocida a la participación ciudadana en el esquema de 
organización política promovido por el Constituyente 
de 1991 como se lee en la Sentencia C-224 de 2004, 
M. P. Rodrigo Escobar Gil.

3. DOCTRINA CONSTITUCIONAL EN RE-
LACIÓN CON EL RECONOCIMIENTO DE ES-
TÍMULOS PARA SUFRAGANTES

A propósito de las objeciones presidenciales for-
muladas contra el Proyecto número 002 de 1995 Cá-
mara, 220 de 1996 Senado, el cual posteriormente se 
convirtió en la Ley 403 de 1997, la Corte Constitu-
cional, a través de la Sentencia C-337 de 1997 (M. P. 
Carlos Gaviria Díaz), tuvo oportunidad de referirse 
al tema de los llamados incentivos o estímulos lega-
les para sufragantes, señalando que los mismos son 
admisibles constitucionalmente, siempre y cuando su 
contenido individual no desconozca principios supe-
riores como el de la igualdad (C. P. artículo 13).

Destacando la importancia reconocida a la parti-
cipación ciudadana en el nuevo esquema de organi-
zación política promovido por el Constituyente de 
����
� ��� 	��{�� ���������������� ��� |����� !��������
plenamente que se instituyan estímulos a favor de la 
población apta para votar, precisamente, como una 
manera legítima de impulsar la cultura de la partici-
pación en los procesos de toma de decisiones que in-
teresan a la colectividad. A este respecto, se sostuvo 
en el fallo que, en cuanto la Constitución le otorga a 
la participación el carácter de principio fundante del 
_���	����������������	�����������	�	��|?�]?����'������
1° y 2°), resulta consecuente con ese reconocimiento 
que el legislador, en ejercicio de la libertad de con-
�������&�����'������������������	���������	������	�-
mocracia, adopte medidas tendientes a favorecer a los 
ciudadanos que cumplan con el deber de sufragar, sin 
que por ese solo hecho se consideren vulneradas las 
garantías de quienes no intervienen activamente en 
las elecciones.

Adicionalmente, se sostuvo que el fundamento de 
������W��������
����$��	����������������������	����	��
democracia participativa actualmente imperante, tam-
bién se basa en el artículo 258 Superior que consagra 
el ejercicio del voto no solo como un derecho, sino 
como un deber ciudadano; deber que, por lo demás, 
no debe entenderse como un simple deseo del Cons-
tituyente, sino como una posibilidad de asociar a su 
observancia, ciertas consecuencias ventajosas, o, a su 
inobservancia, determinados efectos negativos, que 
no pueden ser de tal magnitud que desvirtúen la cate-
goría de derecho que la propia Constitución le asigna 
al sufragio. Sobre el tema, se lee en algunos apartes 
del fallo:

Es claro que el Congreso de la República tiene 
competencia para regular las funciones electorales 
(C. P. artículo 152 literal c) como ya lo ha hecho; y 
si bien tal competencia no le habilita para prohibir o 
sancionar la abstención, nada obsta desde el punto de 
vista constitucional, para que cree incentivos legales 
destinados a favorecer a aquellos que cumplan con el 
deber ciudadano de participar, a través del ejercicio 
del voto, en la vida política del país (C. P. artículo 

95), siempre y cuando todas las personas llamadas a 
sufragar permanezcan iguales ante la ley que cree los 
incentivos, sea que voten por uno u otro candidato, 
que voten en blanco y, aún, que no hubieran podido 
sufragar por fuerza mayor o caso fortuito.

Para la Corte es plausible que para fomentar la par-
ticipación de la ciudadanía en las decisiones políticas, 
se establezcan estímulos que permitan crear concien-
cia cívica en la población apta para votar, enfatizando 
así la importancia de este acto dentro de un Estado 
democrático como el nuestro. La cultura de la parti-
cipación de los ciudadanos en las elecciones y demás 
decisiones que se tomen por medio del sufragio, están 
orientadas a la satisfacción de intereses colectivos, es 
decir, del bien común.

El proyecto original buscaba pasar de media jorna-
da de descanso a una jornada completa por el tiempo 
utilizado para cumplir la función de elector. La Plena-
ria del Senado consideró, que al evaluar los aspectos 
positivos y negativos de pasar de media jornada a una 
jornada completa, se debe mantener la primera pero 
con la posibilidad de solicitar el trabajador al emplea-
dor la acumulación de dos (2) descansos compensato-
rios por igual número de elecciones dentro de un mis-
mo año y, en tal caso, que el disfrute así acumulado 
pueda ser al término de las vacaciones anuales remu-
neradas. Por ello, fue propuesto para primer debate 
variar el texto del título y el artículo 1° que tiene por 
objetivo variar el artículo 3º de la Ley 403 de 1997.

De los honorables Senadores, 
�
������
���"$
� �%�	&�'
Senador de la República.

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 21 del mes de julio del año 2010 se radicó 

en este Despacho el Proyecto de ley número 27 con 
todos y cada uno de los requisitos constitucionales y 
legales, por el honorable Senador �
������
���"$
� .

El Secretario General,
0�	
	��1�����2�,
��

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 21 de julio de 2010 
Señor Presidente: 
|���������	��`�����������	����������������]�����-

to de ley número 27 de 2010 Senado, por la cual se 
���	����
�������4��������5����������&
�����������-
�6�

��
����
�

��	���������������������������	���
�����
����
���#�����'�me permito pasar a su Despacho 
el expediente de la mencionada iniciativa que fue pre-
sentada en el día de hoy ante Secretaría General. La 
materia de que trata el mencionado proyecto de ley, es 
competencia de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente, de conformidad con las disposiciones 
reglamentarias y de ley. 

El Secretario General,
0�	
	��1�����2�,
��

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 21 de julio de 2010 
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la re-
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ferencia a la Comisión Primera Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 
���	��`���������W����	��������Gaceta del Congreso. 

Cúmplase. 
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,
��������3�������	�"	

������

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

0�	
	��1�����2�,
��
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 28 DE 2010 
SENADO

�������	�����
���
�
�����
������
��������6�	��������
�
� ������ 	
�#�
� ��� ������ ��� �
�#�� �� ��� �	����� ������

�	����	�	�����
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 365 del Código Penal que-

dará así:
“Artículo 365. 8�&�	���	��'���9�����������������-

��������
�#�����
�	�	����� El que sin permiso de au-
����	�	�������������������
�����`��
���W��`��
������-
porte, almacene, distribuya, venda, suministre, repare 
o porte armas de fuego de defensa personal y muni-
ciones, incurrirá en prisión de seis (6) a ocho (8) años.

La pena mínima anteriormente dispuesta se dupli-
cará cuando la conducta se cometa en las siguientes 
circunstancias:

1. Utilizando medios motorizados.
2. Cuando el arma provenga de un delito.
3. Cuando se oponga resistencia en forma violenta 

a los requerimientos de las autoridades, y
4. Cuando se empleen máscaras o elementos si- 

milares que sirvan para ocultar la identidad o la  
	���������?

Artículo 2°. El artículo 366 del Código Penal que-
dará así:

“Artículo 366. 8�&�	���	��'���9�����������������-
�������
�	�	��������
�����	���	������
���8
�� �����-
������ El que sin permiso de autoridad competente 
�������
�����`��
���W��`��
�������
���������
�������-
ve, adquiera, suministre o porte armas o municiones 
de uso privativo de las fuerzas armadas, o explosivos, 
incurrirá en prisión de seis (6) a quince (15) años.

La pena mínima anteriormente dispuesta se dupli-
cará cuando concurran las circunstancias determina-
das en el inciso 2° del artículo anterior”.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación y deroga las normas que le sean contrarias.

�
������
���"$
� �%�	&�'
Senador de la República.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La conducta delictiva del porte ilegal de armas de 

fuego está prevista en el Código Penal Colombiano 
–Ley 599 de 2000– en el Título XII, Delitos con-
tra la Seguridad Pública, Capítulo II, De los delitos 
de peligro común o que pueden ocasionar grave per-
juicio para la comunidad y otras infracciones, y su 
pena privativa de la libertad está bajo la modalidad 
de prisión.

La Ley 599 de 2000, Código Penal Colombiano, 
establece en su artículo 365 el tipo penal de fabrica-

��&�
���$�������������������	��������	��������������-
���������	����	��������������������������'��������	��
la Ley 1142 de 2007 con una pena de prisión que oscila 
entre cuatro (4) a ocho (8) años, vigente actualmente.

El texto que correspondía originalmente al artículo 
201 del Decreto-ley 100 de 1980, que conserva si-
milar sentido al penalizar el porte de armas de fuego 
de defensa personal y municiones, no ha sufrido ma-
yor cambio en cuanto a la conducta, sin embargo el 
legislador ha venido aumentando las penas para este 
	������������������� ������	�����	�� ��������
� �������
�
fabricar, transportar, almacenar, distribuir, vender, 
suministrar, reparar o portar armas de fuego sin el 
respectivo permiso la Corte Constitucional declaró 
���`��W���������������&��	����������	�����������{�W���
desde la Sentencia de Constitucionalidad C-038 del 9 
de febrero de 1995, con ponencia del honorable Ma-
gistrado, doctor Alejandro Martínez Caballero.

A partir del 1° de enero de 2005 con la entrada en 
vigencia de la Ley 890 de 2004, la pena para el delito 
de porte ilegal de armas o municiones de uso privativo 
de las Fuerzas Armadas fue aumentada de tres (3) años 
como mínimo y diez (10) como máximo; a 48 meses 
como mínimo de la pena es decir se aumentó a cuatro 
(4) años como mínimo a imponer y 180 meses equi-
valentes a 15 años como el máximo de la pena. Pos-
teriormente en el artículo 55 de la Ley 1142 de 2007 
nuevamente fueron aumentadas las penas de cinco (5) 
a quince (15) años de prisión, vigente actualmente.

Con la entrada en vigencia del artículo 38 de la 
Ley 1142 de junio 28 de 2007, conocida como la Ley 
de Convivencia o Seguridad Ciudadana, el artículo 
365 de la Ley 599 de 2000 (Código Penal) aumentó 
la pena de prisión de cuatro (4) hasta ocho (8) años) 
para el porte ilegal de armas. No debemos olvidar que 
dicha pena originalmente la establecía el Código Pe-
nal o Ley 599 de 2000 solo entre uno (1) a cuatro (4) 
años.

Por su parte, el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, 
publicada en el ��������	
��� número 45.602, del 7 
de julio de 2004, establece que las penas previstas en 
los tipos penales contenidos en la Parte Especial del 
Código Penal se aumentarán en la tercera parte en 
el mínimo y en la mitad en el máximo. Pero en todo 
caso, la aplicación de esta regla general de incremen-
to deberá respetar el tope máximo de la pena privativa 
de la libertad para los tipos penales de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 2° de esta ley. Es decir, 
que la pena de prisión para los tipos penales podrá 
establecerla el Congreso en una duración máxima de 
hasta cincuenta (50) años, excepto en los casos de 
concurso.

CONVENIENCIA Y NECESIDAD  
DEL PROYECTO

La impunidad del porte ilegal de armas de fuego 
se ha convertido en el principal motor de la delin-
�������� ������+�	�� ���� ��� ��� 	�� ���������� {�����
�
atracos, lesiones personales o culminar homicidios. 
El uso de las armas de fuego por parte de la delin-
cuencia y de los ciudadanos se ha vuelto común ya 
que aprovechan la fragilidad de la sanción y la dis-
minución de la punibilidad de la conducta cuando se 
allanan a los cargos.

Por tal razón el Gobierno Nacional desde el mes de 
octubre del año inmediatamente anterior prendió las 
alarmas y en el Consejo Comunal de Gobierno cele-
brado en el sector de Belén, Buenavista de Medellín, 
en octubre del año pasado, por solo poner un ejemplo, 
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recibió el clamor de la comunidad y de la Policía Na-
cional quienes manifestaron su preocupación por la 
facilidad con la que los delincuentes capturados con 
armas de fuego y sin permiso para portarlas, recobran 
fácilmente su libertad con solo allanarse a cargos.

La pena mínima para una persona que porte un 
arma de manera ilegal, por la Ley 1142, es de cuatro 
años. Entonces, hábilmente, los delincuentes hallaron 
la fórmula para no ser encarcelados: por allanarse a 
cargos logran una rebaja hasta del 50 por ciento, su 
pena queda en dos años, es decir, conducta excarce-
lable.

Más allá de las cifras, el simple hecho de saber 
que una sola persona inocente muere víctima de he-
chos violentos y que cada vez son más frecuentes, es 
������� ���������������������� ����������'����� ����+�
de desarme.

De acuerdo con el informe Forensis de Medicina 
Legal, en 2008 se reportaron en el país 15.250 ho-
micidios, más del 80% de los homicidios cometidos 
fueron con armas de fuego, de los cuales al menos 
1.466 ocurrieron en Bogotá, 2.399 en Antioquia 
(1.066 en Medellín) y 3.144 Valle del Cauca (1.473 
en Cali).

Según Medicina Legal, muchos de los homicidios 
que se cometen en el país se encasillan dentro del 
grupo de “impulsivos”, es decir, aquellos que “se co-
meten como resultado de relaciones interpersonales 
disfuncionales expuestas a factores de riesgo latentes, 
como riñas, en donde cuyo factor desencadenante es 
el alcohol, las drogas y la tenencia de armas”.

Frente a este panorama, organizaciones como Re-
depaz (Red Nacional de Iniciativas por la Paz y contra 
la Guerra), pide mayor control por parte de las auto-
ridades frente a las armas en manos de la ilegalidad, 
pues en su concepto “no hay una acción integral del 
Estado para frenar este tipo de conductas”. 

Para Redepaz, las cifras son “aterradoras” y ese ín-
dice de homicidios no debería presentarse en Colom-
W��
��	��$������������`���������������������������	��
fuego sigue siendo uno de los principales problemas 
de desarrollo y constituye tal vez la más seria causa 
de violación a los derechos humanos hoy”.

Aunque en el país no hay certeza sobre el número 
exacto de armas que circulan, las autoridades calculan 
que aproximadamente hay un millón 200 mil en ma-
nos de personas naturales.

Entre tanto algunas ONG señalan que en el país 
podrían estar circulando entre 2,3 y 2,9 millones de 
armas, de las cuales sólo un millón serían legales o 
con permiso y registro ante las autoridades respecti-
vas; es decir que por cada arma legal hay tres ilegales. 

Durante el 2009, la Policía Nacional logró incautar 
29.864 armas de fuego ilegales y 17 mil 192 más con 
permiso, lo que registra un promedio de 137 armas 
diarias.

En referencia a los delitos contra la vida se señala 
que en el año 2008 se registraron 16.140 muertes, en 
el 2009 se reportaron 15.817 homicidios; estas cifras 
indican que la tasa por cien mil habitantes se estable-
ció en 32.

La ciudad de Medellín presentó un incremento del 
64 por ciento en los homicidios pasando de 871 en el 
año 2008 a 1.432 en el 2009; en igual sentido, en el 
año 2008 la ciudad de Cali presentó una estadística 
de 1.384 asesinatos frente a los 1.615 del 2009, datos 

que representan en este delito un incremento del 17 
por ciento.

De acuerdo con los reportes, entre las modalida-
des utilizadas para realizar las muertes, sobresalen las 
6.999 registradas por acciones del sicariato, las 5.299 
producidas en riñas, las 768 en atracos, el ataque por 
grupos ilegales dejaron 213 homicidios, las bandas 
criminales produjeron 139 muertes.

Finalmente el 81 por ciento de los homicidios se 
ocasionaron con arma de fuego, pasando de 12.896 
ocurridos en el 2008 a 12.808 sucedidos en el 2009, el 
arma blanca tuvo en la muertes una participación del 
16 por ciento, cuyos registros pasaron de 2.634 casos 
en el año 2008 a 2.467 en el 2009, frente a las armas 
contundentes se registraron 304 en el 2008 y 230 en 
el 2009 con una participación en los homicidios del 1 
por ciento, en relación a los homicidios ocurridos con 
explosivos, se presenta una disminución debido a que 
en 2008 se presentaron 153 casos y en el año 2009 
fueron enumerados 136.

Es competencia del Congreso de la República au-
mentar el mínimo de la pena a imponer para este de-
lito, un hecho típico y recurrente que hoy enmarca 
una de las grandes lagunas del ordenamiento penal 
colombiano y que es aprovechada por los delincuen-
tes como medio para perpetrar toda clase de atentados 
contra la vida e integridad personal de los ciudadanos. 
_����	������������������������	���_���	��	�W��������W-
����	���������������W�������'�������������������������
�
lo que hoy se encuentra desmembrado y supeditado a 
la voluntad de los jueces de garantías.

Es un hecho indudable que la adquisición y el uso 
de armas de fuego por parte de la sociedad civil, se 
ha convertido en la causa principal del aumento de la 
violencia; sin duda la facilidad con la que se obtienen, 
estimula la agresión física como solución para dirimir 
���������������� ����	������������ �������\��������{�-
cerlos más mortíferos.

El objeto del proyecto de ley que presento es el 
de disminuir los índices de homicidio y el de acabar 
con la impunidad imperante frente al porte ilegal de 
armas de fuego. Es necesario generar alternativas 
que nos permitan hacia el futuro tener una cultura 
de tolerancia. No podemos seguir hablando de un 
lado de cultura ciudadana y de paz, cuando se per-
mite a los ciudadanos el porte de armas de fuego que 
obstaculiza cualquier posición de diálogo y permite 
a la vez el atropello de la vida y los derechos del 
ciudadano.

Por las razones que motivan el proyecto de ley 
que presento a los honorables Congresistas conside-
ro de vital importancia que se apruebe el aumento 
de la pena mínima a imponer por los delitos de FA-
BRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS 
DE FUEGO O MUNICIONES Y FABRICACIÓN, 
TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS Y MUNICIO-
NES DE USO PRIVATIVO DE LAS FUERZAS 
ARMADAS previstos en los artículos 365 y 366 del 
Código Penal; el aumento de los mínimos de pena 
a imponer por el delito de porte ilegal de armas de 
����������������	�����������������	�
�{�������W������
de los colombianos. Se hace inminente establecer 
una política pública y de orden nacional donde se 
prevenga a través de la pena la violencia a través de 
la tenencia de armas de fuego.

�
������
���"$
� �%�	&�'
Senador de la Republica.
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SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General  

(arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 21 del mes de julio del año 2010 se radicó 

en este Despacho el Proyecto de ley número 28 con 
todos y cada uno de los requisitos constitucionales y 
legales, por el honorable Senador �
������
���"$
� .

El Secretario General,
0�	
	��1�����2�,
��

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 21 de julio de 2010 
Señor Presidente: 
|���������	��`�����������	����������������]��������

de ley número 28 de 2010 Senado, por medio de la 
�
�
�����
������
��������6�	���������
�������	
�#�
�
��� ������ ��� �
�#�� �� ��� �	����� ������ �	����	�	����'�
me permito pasar a su Despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa que fue presentada en el día de 
hoy ante Secretaría General. La materia de que tra-
ta el mencionado proyecto de ley, es competencia de 
la Comisión Primera Constitucional Permanente, de 
conformidad con las disposiciones reglamentarias y 
de ley. 

El Secretario General,
0�	
	��1�����2�,
��

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 21 de julio de 2010 
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la re-
ferencia a la Comisión Primera Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 
���	��`���������W����	��������Gaceta del Congreso. 

Cúmplase. 
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,
��������3�������	�"	

������

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

0�	
	��1�����2�,
��
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 29 DE 2010
����
���
�
��������&
�����
���
��	���6�	���&9�	��������

����#��������#���
��������������	���������	���
�

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Establézcase para todos los trabajado-
res que acrediten grado en el nivel de formación pro-
fesional de pregrado, un salario mínimo básico igual 
o superior equivalente a dos (2) salarios mínimos le-
gales mensuales vigentes. 

Cuando el trabajador acredite nivel de formación 
profesional de especialista o magister el salario míni-
mo básico en ningún caso podrá ser inferior a cinco 
(4) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 2º. El empleador y el trabajador gradua-
do en el nivel de formación profesional de pregrado, 
especialización o magister; acordarán el salario pre-
visto en el artículo anterior, sin perjuicio de que pro-
curen y puedan concertar un salario superior.

Artículo 3º. Cuando se trate de contratación de 
prestación de servicios profesionales que no impli-
quen vinculación laboral con la entidad o persona 
natural o jurídica, sin perjuicio de la autonomía en 
la voluntad de las partes, se deberá garantizar por la 
entidad o el contratante, que los emolumentos sean 
iguales o superiores a lo previsto en el artículo 1° de 
la presente ley.

Artículo 4º. El Gobierno Nacional reglamentará 
lo relativo a las sanciones a imponer cuando las enti-
dades y personas naturales o jurídicas violen lo esta-
blecido en la presente ley.

Artículo 5º. La presente ley rige a partir de su pro-
mulgación y deroga las normas que le sean contrarias.

�
������
���"$
� �%�	&�'
Senador de la República.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La iniciativa que presento al Congreso de la Re-

pública pretende establecer un rango de salarios mí-
nimos para los profesionales, tanto del sector público 
como el privado, percibiendo salarios que compensen 
el esfuerzo y conocimiento, que los profesionales de-
venguen de acuerdo con su experiencia.

En el último periodo constitucional he defendido 
los intereses de los trabajadores, coadyuvando pro-
yectos como el de los provisionales, hoy que ha co-
brado actualidad el salario digno para profesionales, 
tema latente en el último debate electoral a la Presi-
dencia de la República, recojo las expresiones que so-
bre este particular expresó por ejemplo el ex Senador 
Germán Vargas Lleras quien señaló: “Garantizar un 
salario digno y libertad en su labor, cualquier reforma 
�������������������	���������	���������	���������������-
greso de los médicos y de los profesionales del sector, 
igual que garantizar la plena libertad en el ejercicio de 
su profesión”.

“Me sorprende que algunos candidatos a la Pre-
sidencia consideren que la remuneración adecuada 
para un médico es de un millón de pesos”, señalaba 
��������������� ���]����	�����
�`����� �����K�	������ ���
medicina explicaba que es la que dura más tiempo, 
implica mayor esfuerzos y representa más costos en 
la formación de un joven.

“No es posible que un médico en Colombia vaya a 
ganar lo mismo que un conductor” concluyó Germán 
Vargas Lleras en Caracol Radio el 19 de mayo de los 
corrientes.

Por su parte, el Presidente electo, doctor Juan Ma-
nuel Santos al establecer los principios básicos que 
deben conducir su “acuerdo de unidad nacional” 
como punto número uno entre los 10 que propone está 
el de trabajo, trabajo y más trabajo: trabajos decentes 
y salarios dignos. 

En su primera reunión con el Presidente Uribe 
después de las elecciones, realizada en la Casa de 
Nariño el pasado 21 de junio de 2010, donde fueron 
�����	��� ������	��������'��������+��
� ����������&�
como prioritario y retos económico del Gobierno en-
trante, la alta precarización laboral, la necesidad de 
����������������������`�����!��������������������-
les entre otros.

Los congresistas debemos comprender la necesi-
dad de un incremento salarial para los profesionales 
protagonistas del desarrollo y crecimiento del país. 
Estamos planteando una solución económica que 
contempla un salario mínimo de un salario mínimo 
básico igual o superior equivalente a cuatro (4) sa-
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larios mínimos legales mensuales vigentes, teniendo 
en cuenta tiempo de servicio, posgrado, maestría y 
doctorado.

La escala salarial establecida en el artículo 1° del 
proyecto pretende armonizarse con relación a los ín-
	�������\�������������������?

En ese orden de ideas el tratar de lograr estándares 
de salarios para profesionales, que vayan de acuerdo 
a sus capacidades y preparación, y no de acuerdo al 
gusto del empleador, ha sido una lucha constante en 
la que se ha ganado algún terreno. Sin embargo, apo-
yados en algunas situaciones, algunos sectores se han 
aprovechado, imponiendo salarios a los trabajadores 
que acrediten grado en el nivel de formación profesio-
nal de pregrado de acuerdo a su criterio y en algunos 
casos rayando en lo ridículo, ofreciéndole a personal 
con educación superior, salarios similares al mínimo 
legal vigente.

En el estado actual de nuestra sociedad colombia-
na en que el concepto del pleno empleo, la dignidad 
hacia el trabajo creador y transformador, el derecho 
a salarios justos se encuentra entre la disyuntiva de 
la reivindicación y la crisis, es que se puede percibir 
con total claridad la importancia y el protagonismo 
del trabajo profesional en toda su extensión, ya que al 
reconocerlo de esta manera estaríamos dando pasos 
������`������	�����$��{����� ��� ���������&�������-
solidación de nuestra sociedad, la cual deberá estar 
orientada al mejoramiento de las condiciones de vida 
básicas y superiores de sus habitantes, como punto de 
partida hacia la trasformación histórica y material de 
quienes habitamos este país.

Desde esta óptica el trabajo deberá garantizar la 
utilización, por parte de una persona, de talentos y 
habilidades propias, ya sean físicas o mentales, para 
llevar a cabo una actividad. Cuando esa actividad es 
una actividad productiva, la utilización de talentos y 
habilidades deberá generar un retorno económico jus-
to que se denomina salario. El salario será entonces, 
el precio digno por la realización de un trabajo. 

CONVENIENCIA DEL PROYECTO
Teniendo en cuenta que el salario es un precio 

pagado por el trabajo, este está determinado por la 
oferta y demanda de trabajo que exista en una eco-
nomía. Sin embargo, existe un límite inferior que 
imponen los gobiernos de los países a la cantidad 
de salario que se le debe pagar a un trabajador que 
se ocupa en una jornada laboral completa de ocho 
horas (Colombia). Este límite se considera el límite 
de subsistencia; es decir, el mínimo necesario para 
mantener con vida a una persona y cubrir sus nece-
sidades más básicas. Este límite se conoce como el 
salario mínimo.

Ahora siempre ha sido una constante preocupación 
���������������W���������	������������������������	��
a los Profesionales en nuestro país donde las difíciles 
condiciones económicas han obligado a buenos pro-
fesionales a emplearse por salarios pírricos muy con-
trarios a la dignidad y esfuerzo realizado para llegar a 
su profesionalización.

Lo anterior puede evidenciarse más claramente, 
por ejemplo, en el caso de los salarios de los odontó-
logos colombianos y sobre lo cual VÍCTOR HUGO 
MONTES CAMPUZANO1 manifestaba que “… los 
doctores Fernando Ospina Espitia, Claudia Polanco 
y Mario Molina con la dirección de la profesora Elba 
María Bermúdez hicieron un trabajo en la Universi-
dad El Bosque durante el primer semestre de 1998 y 

entrevistaron a 569 odontólogos de la ciudad de Santa 
Fe de Bogotá el cual nos muestra en una forma muy 
concreta la incertidumbre de la práctica de la odon-
tología de hoy y que nos obliga a redoblar esfuerzos, 
mediante la unidad gremial para llegar a las reivindi-
caciones esperadas.

De esta investigación salen datos como los si-
guientes, sobre ingresos por concepto de práctica 
odontológica exclusiva: el 11.42% de los odontó-
logos perciben al mes, únicamente un salario mí-
nimo ($223.826); el 24.96% reciben entre 1 y 3 
salarios mínimos o sea, de $203.827 a $611.478. 
Entre 3 y 5 salarios mínimos, el 22.67% ($611.479 
a $1.109.130). de 5 a 8 salarios mínimos gana el 
27.24% ($1.019.131 a $1.630.608). De 8 a 10 sala-
rios mínimos, el 9.14% ($1.630.609 a $2.038.360). 
Y más de 10 salarios mínimos, escasamente el 4% 
de los profesionales de la Salud Oral, que ganan más 
de $2.038.361”.

Lo anterior es más preocupante y desestimulante 
cuando nos informa “… que el costo que tiene que 
sufragar una persona para hacerse odontólogo, es 
del orden de los $65.000.000, más el requerido para 
comenzar a trabajar como profesional independien-
te, que por lo bajo, puede representar alrededor de 
$30.000.000, sin incluir local propio y sin añadir el 
costo de los insumos necesarios para ejercer su pro-
fesión”; igualmente se debe considerar que esta pro-
fesión exige alrededor de 16 semestres de estudios de 
pregrado, posgrado y práctica para poder desempe-
ñarse con alta calidad. 

Situaciones como la descrita en los párrafos an-
teriores dan a pensar que un profesional después de 
invertir más de cinco años de su vida y más de noven-
ta millones de pesos, con el salario presentado en el 
estudio de la Universidad del Bosque, debe trabajar 
como mínimo 30 años para recuperar el costo econó-
mico y después de esto podrá empezar a lucrarse de 
su carrera profesional.

Igualmente debemos tener en cuenta lo que re-
presenta para nuestro país la globalización e interna-
cionalización de nuestra economía; en primer lugar 
veamos lo que implica la implantación del ALCA y el 
TLC en Colombia, ya que según Jesús Botero García 
en su estudio IMPACTO DEL ALCA Y EL TLC SO-
BRE EL EMPLEO EN COLOMBIA. - Una evalua-
ción mediante equilibrio general computable3.

Los impactos del ALCA y el TLC parecen ser, en 
su conjunto, favorables sobre el mercado laboral co-
lombiano.

��_���������������	��	��|����W������������'�����
el 2.4% (377.200 nuevas plazas) en el caso del TLC 
y en el 1.7% (268.800 nuevas plazas) en el caso del 
ALCA.

�� ��� ����� 	�� 	��������� ��W���� W�!��'�� �?�� ���-
tos porcentuales (TLC) y 2.6 puntos porcentuales 
(ALCA).

��_�����	����W����	�����������	�	����	�	�������
el porcentaje que representan los trabajadores inde-
pendientes en el empleo) no aumenta; de hecho dis-
minuye ligeramente del 32.3% (escenario inicial) al 
32.1% (TLC) y 32.0% (ALCA).

�� ���� ��������� ������^� ��� ������������� ��� �?�#��
(TLC) y 6.50% (ALCA): el salario medio de la eco-
nomía en 3.68% y 5.13% respectivamente.

Paralelamente, este estudio ha mostrado hasta 
qué punto los impactos del ALCA y el TLC sobre el 
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mercado laboral dependen de la oferta de trabajo ca-
�����	�����������������	���`������������������	��	��
formación superior). En efecto, esos tratados comer-
�������������������	����	���������W�!�	������������-
	��?���!��������������	��̀ ��������W����&���������	�����
estable y que la oferta se eleva apenas marginalmente 
–vía una mayor participación laboral– en respuesta al 
alza en la demanda y en los salarios esperados, el em-
pleo en este mercado sólo puede elevarse también de 
manera marginal.

��_����������������	���������?=������|����
?�"��
(ALCA) es decir, en apenas en una cifra que oscila 
entre 30.700 y 45.150 personas. Ello hace bajar el 
desempleo en este mercado laboral en una cifra que 
oscila entre 1.2 y 1.7 puntos porcentuales respectiva-
mente.

��]��������������������������=?�������|����"?"���
�*�|*�?������	������������������������������������	��
����������	��������������	��'���$��	��	��
?�����
?�
�
y 2.98 respectivamente.

����W������
���������W����&���������	����	��������-
varse en el 10%, la economía y la equidad mejorarían 
sustancialmente…”.

Lo anteriormente informado toma relevancia 
cuando en la 95ª Conferencia Internacional del Tra-
bajo de la OIT se adoptan las decisiones relacionadas 
con la promoción del trabajo decente en el siglo XXI 
sugeridas en el documento del año 2000; así mismo 
en julio de 2006 la OIT saludo la nueva Declaración 
	�� �������������<��	��� ��W��� ������������&��	�� ����
esfuerzos mundiales por promover el trabajo decente 
con miras a una reducción de la pobreza, al desarrollo 
sostenible y a una nueva esperanza a los 1.400 millo-
nes de trabajadores pobres del mundo. 

Con todo lo mencionado y sabiendo que la pro-
���������+���&�� 	��� ���W�!�� �� ��� 	���������&�� 	���
mismo deberá ser la tendencia de quienes creemos 
que un país será mejor si sus gentes son mejores 
personas, mejores profesionales en lo que hacen, en 
lo que se preparan, en lo que desarrollan, en lo que 
progresan y en lo que se comprometen es por lo que 
solicito de los honorables congresistas su acompa-
ñamiento en el proceso de aprobación del proyecto 
presentado.

�
������
���"$
� �%�	&�'
Senador de la República.

SENADO DE LA REPÚBLICA
Secretaría General 

(arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 21 del mes de julio del año 2010 se radicó 

en este Despacho el Proyecto de ley número 29 con 
todos y cada uno de los requisitos constitucionales y 
legales, por el honorable Senador �
������
���"$
� .

El Secretario General,
0�	
	��1�����2�,
��

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 21 de julio de 2010 
Señor Presidente: 
|���������	��`�����������	����������������]�����-

to de ley número 29 de 2010 Senado, por la cual se 
����&
�����
���
��	���6�	���&9�	�������� 
����#����-
����#���
��������������	���������	���
'�me permito 
pasar a su Despacho el expediente de la mencionada 
iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante Se-
cretaría General. La materia de que trata el mencio-
nado proyecto de ley, es competencia de la Comisión 
Séptima Constitucional Permanente, de conformidad 
con las disposiciones reglamentarias y de ley. 

El Secretario General,
0�	
	��1�����2�,
��

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 21 de julio de 2010 
De conformidad con el informe de Secretaría Ge-

neral, dese por repartido el proyecto de ley de la re-
ferencia a la Comisión Séptima Constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 
���	��`���������W����	��������Gaceta del Congreso. 

Cúmplase. 
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,
��������3�������	�"	

������

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

0�	
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